












 
 

SEÑOR(A): 
JUEZ VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 
MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTA. 
E. S. D. 
 
 
CUI: 73001-60-00-4444-2010-80267  
PENADO: JAVIER MAURICIO ARIAS MANCHOLA 
C.C: 80.205.042 de Bogotá 

 
 

ASUNTO: RECURSO DE APELACIÓN 
 

 
JOHN ALEXANDER FAJARDO MEDINA, identificado tal y como aparece al pie 
de mi respectiva firma, actuando en mi calidad de defensor de confianza del 
ciudadano JAVIER MAURICIO ARIAS MANCHOLA en el presente asunto, 
respetuosamente me dirijo a su despacho con el objeto de manifestarle por medio 
del presente escrito que dentro del término de ley interpongo recurso de apelación 
en contra de la providencia proferida el 9 de mayo de 2022. 

 
Por medio del presente recurso de apelación le solicito a su honorable señoría que 
revoque la decisión proferida por el juzgado 20 de ejecución de penas y medidas 
de seguridad, con base en los argumentos que expondré a lo largo del presente 
documento. 

 
Honorable Juez, en esta providencia se negó al señor JAVIER MAURICIO ARIAS 
MANCHOLA, el beneficio de la prisión domiciliaria establecido en el artículo 38B, 
lo anterior basado en tres aspectos sustanciales que se explicarán ampliamente 
más adelante. 

 

 
HECHOS: 

 
1. El sentenciado JAVIER MAURICIO ARIAS MANCHOLA fue condenado en 

el año 2015 como REO AUSENTE por el Juzgado segundo penal del 
circuito de Ibagué (Tolima).  

 
2. El sentenciado JAVIER MAURICIO ARIAS MANCHOLA fue condenado en 

el año 2015 como REO AUSENTE por el juzgado 55 penal del circuito con 
función de conocimiento de Bogotá, por los delitos de fraude procesal en 
concurso con heterogéneo con falsedad en documento público y estafa 
agravada. 



3. En los anteriores procesos judiciales Señor Juez, el sentenciando no 
ejerció su derecho a la defensa material, ya que se encontraba en la ciudad 
de Panamá y desconocía por completo el proceso judicial que cursaba en 
su contra en Colombia. 
 

4. En dichos procesos fue condenado como reo ausente a la pena de 100 
meses de prisión por el delito de ESTAFA AGRAVADA art. 247 del Código 
Penal. 
 

5. El señor JAVIER MAURICIO ARIAS MANCHOLA fue capturado en la 
ciudad de Panamá el día 1 de febrero del 2021, deportado a nuestro país 
el día 15 de febrero del 2021, y el juzgado 20 de ejecución de penas y 
medidas de seguridad asumió el conocimiento el día 12 de marzo de 2020. 

 
6. Mediante providencia del 9 de noviembre de 2021, el juzgado 20 de 

ejecución de penas y medidas de seguridad decretó la acumulación jurídica 
de las penas con la sentencia proferida por el juzgado segundo penal del 
circuito de descongestión con funciones de conocimiento de fecha 19 de 
octubre de 2015 y juzgado 55 penal del circuito con función de 
conocimiento de Bogotá, fijando como pena definitiva 177.03 meses de 
prisión y la accesoria por un mismo tiempo establecido para la pena de 
prisión. 
 

7. El señor JAVIER MAURICIO ARIAS MANCHOLA actualmente se 
encuentra recluido en la Cárcel La Picota en la ciudad de Bogotá. 
 

8. EL suscrito defensor presentó ante el Juzgado de Ejecución de penas 
solicitud de Prisión domiciliaria en donde se consagró como petición 
principal la Prisión domiciliaria basada en el artículo 38B, y como 
pretensión subsidiaria la contenida en el artículo 314 #5 del Código de 
Procedimiento Penal. 
 

9. El día 9 de mayo de 2022 el Juzgado 20 de ejecución de penas y medidas 
de seguridad se pronunció sobre la petición anterior resolviendo:  
 

“PRIMERO: NEGAR al sentenciado JAVIER MAURICIO ARIAS 
MANCHOLA, el beneficio de la PRISIÓN DOMICILIARIA, por las 
razones expuestas en la parte motiva de la decisión. 

 
SEGUNDO: Contra esta decisión proceden los recursos de 
reposición y apelación”. 
 

10.  El Juzgado de primera instancia se basó única y exclusivamente en el 
hecho, que los Juzgados falladores ya habían abordado el tema, lo cual no 
exime la responsabilidad de analizar juiciosamente la solicitud, así mismo 
de verificar si opera o no el principio de favorabilidad y de revisar en el tema 



de los subrogados para determinar si el sentenciado puede o no acceder a 
ellos verificando uno a uno los requisitos y lo realizo de la siguiente manera: 

 
 
a) Juzgado segundo de descongestión de Ibagué (RAD. 73001 60 00 444 

80267 00): 
 

Este juzgado negó el subrogado por dos motivos, el primero por considerar que la 
condena a 100 meses excedía lo contemplado en el numeral primero del articulo 
38B, y porque tampoco reunía lo contemplado en el numeral segundo del citado 
artículo. (Página 2 tercer párrafo). 
 
Honorable Señor Juez, nótese el evidente error en el que incurrió el juzgado de 
primera instancia en la decisión objeto de alzada, al no aplicar el principio de 
favorabilidad, la cual es un mandato en materia penal, un mandato de orden 
superior que corresponde a un principio rector del derecho punitivo y un derecho 
fundamental de aplicación inmediata y ello se refleja en que no se aplicó lo 
contenido en la ley 1709 de 2014, concretamente en la creación del articulo 38B. 
 
Lo anterior se refleja en lo siguiente: 
 
1). El delito de estafa agravada por el cual fue sentenciado mi defendido tiene una 
pena minina inferior a los ocho (8) años, cumpliendo así el requisito del numeral 
primero del citado artículo 38B, entonces no es cierto manifestar que por el hecho 
que la condena quedo en 100 meses de prisión se incumpla con este requisito, ya 
que lo exige la norma es que el delito por el que se condene tenga una pena 
mínima de ocho (8) años de prisión o menos. 
 
Siendo así las cosas es claro que el sentenciado cumple objetivamente el requisito 
objetivo del numeral primero aplicando el principio de favorabilidad contenido en el 
numeral primero del articulo 38B. 
 
2) En este mismo radicado en la sentencia se manifiesta que tampoco se cumple 
con el numeral segundo del citado artículo 38B es decir Señor Juez, que según el 
juez de primera instancia de Ibagué (Tolima), el delito de estafa agravada se 
encuentra contenido en el Articulo 68A, y por lo tanto opera prohibición expresa 
para conceder el subrogado de la prisión domiciliaria, cabe resaltar que este criterio 
errado fue compartido en su totalidad por el honorable Juzgado de ejecución de 
penas, tan solo con el endeble argumento que dicho juzgado (SEGUNDO DE 
DESCONGESTION DE IBAGUE) ya había abordado el tema, nótese Señor Juez 
que el Juzgado 20 Ejecución de Penas De Bogotá, no se tomó la molestia siquiera 
de verificar si este delito estaba enlistado en el mencionado Artículo 68A. 
 
Si se verifica Señor Juez el articulo 68A, el delito de estafa agravada no está 
incluido, se incluye en el citado artículo la estafa, pero única y exclusivamente 
cuando recaiga sobre bienes del estado, mas no opera en el presente caso ya que 



en ambos procesos la estafa se dio por un vehículo automotor respectivamente en 
cada proceso judicial. 
 
Es decir, Señor Juez, en primera medida se cumple con lo establecido en el 
numeral primero del articulo 38B, porque la sentencia impuesta fue por conducta 
punible cuya pena mínima prevista en la ley es de ocho (8) años o menos y también 
se cumple con el segundo requisito porque el delito de estafa agravada que versa 
sobre un vehículo automotor no está incluido en el INCISO 2 del articulo 68ª de la 
ley 599 de 2000. 
 
Queda claro Señor Juez que si el Juzgado de ejecución de penas, hubiese aplicado 
el principio de favorabilidad de lo contenido en la ley 1709 de 2014, respecto a esta 
sentencia, tendría que haber concedido el subrogado de la prisión domiciliaria ya 
que el sentenciado cumple tanto con el numeral primero del artículo 38B y de igual 
forma con el segundo, ya que no se trata de uno de los delitos en los cuales opera 
prohibición expresa para la concesión del beneficio, nótese y lo digo 
respetuosamente que el fallador de primera instancia no se tomó el tiempo para 
analizar estos requisitos a fondo, no tuvo el cuidado y la atención que requiere una 
solicitud de tan alta importancia para un ser humano y su familia y de paso 
contribuyendo así a la inconstitucionalidad y al hacinamiento en los centros 
carcelarios los cuales ya fueron declarados por la Corte Constitucional como 
inconstitucionales. 
 
Respecto al arraigo del sentenciado se demostró ampliamente que su arraigo y el 
núcleo familiar padre y madre ha sido en Bogotá donde han convivido por más de 
diez (10) años en la Avenida Calle 80 No 62 – 54 Apartamento 406 Barrio Entre 
Ríos de Bogotá, esto se demostró mediante diferentes pruebas documentales tales 
como entrevistas, informes de arraigo de investigador, actas de firmas de vecinos 
de la comunidad, entre otras, todas estas pruebas se encuentran en la solicitud 
inicial las cuales respetuosamente solicito sean analizadas, ya que el juzgado de 
ejecución con la misma excusa de afirmar que todo ya lo habían estudiado los 
jueces que sentenciaron a mi defendido, no se pronunció sobre ninguna de las 
documentales aportadas por el suscrito para demostrar el arraigo del condenado, 
el cual ha sido en la dirección indicada en dichas pruebas durante toda su vida. 
 
Cabe resaltar que, aunque fue juzgado como reo ausente, ello ocurrió porque 
jamás la fiscalía ni el centro de servicios judiciales de Ibagué en este proceso envió 
notificación alguna a dicha dirección, es más jamás se enteraron siquiera que el 
sentenciado salió del país buscando un mejor un futuro para él y su familia a 
Panamá, este factor Subjetivo lo explicare más adelante, pero mi defendido salió 
por el aeropuerto con su nombre y pasaporte y constituyo empresas en Panamá 
con su nombre y cedula colombiana, lo cual demuestra que no se estaba 
escondiendo ni evadiendo de la justicia, simplemente no conoció que se estaba 
adelantando un juicio en su contra ni tampoco sus padres se enteraron. 
 
Cabe resaltar que lo anterior es un concepto jurídico propio que no fue objeto de 



estudio en dicha sentencia, lo manifiesto para ilustrar al Señor Juez de segunda 
instancia de la real situación fáctica que probare más adelante, no obstante hay 
que aclarar que el Juzgado de Ibagué no prohibió la prisión domiciliaria por falta 
de arraigo, solo la negó porque erróneamente sostuvo que no cumplía con los 
numerales 1 y 2 del articulo 38B, lo cual ya fue desvirtuado anteriormente, es decir 
es falso que el Juzgado de Ibagué hubiese analizado elementos de prueba que 
demostraran o no el arraigo del sentenciado, como para decir que ya se había 
pronunciado en la sentencia sobre este particular, y cabe resaltar o recordar  que 
el defensor de oficio en dicho proceso judicial (Ibagué) no interpuso siquiera 
recurso de apelación en contra de esta decisión. 
 
Ahora bien, la segunda condena por la que fue sentenciado mi defendido fue por 
el Jugado 55 penal Del Circuito de Bogotá en el año 2015 (RAD. 11001 60 00 049 
2013 13968 01) como REO AUSENTE, por los delitos de fraude procesal en 
concurso heterogéneo con falsedad en documento público y estafa agravada. 
 
Respecto a esta sentencia el Juzgado de Ejecución de Penas niega la solicitud 
basado única y exclusivamente manifestando que los juzgados que sentenciaron 
a mi defendido ya abordaron el tema sin dar mayores detalles, lo anterior sin 
analizar si cumple o no con los requisitos objetivos ni subjetivos. (Página 2 último 
párrafo). 
 
Nótese Señor Juez de segunda instancia que la situación es idéntica a la sentencia 
anterior respecto a las prohibiciones objetivas que se contemplan en el artículo 
38B, para no hacerme extenso y repetitivo seré concreto, ninguno de los delitos 
por el que fue condenado JAVIER ARIAS MACHOLA en este proceso que curso 
ante el Juzgado 55 Penal Del Circuito De Bogotá tienen pena prevista en la ley 
superior a ocho años, ninguno Señor Juez, y de igual forma ninguno de los delitos 
por cuales fue sentenciado se encuentran enlistados en el inciso 2 del Articulo 68ª, 
es decir objetivamente no opera prohibición expresa para prohibir el subrogado de 
la prisión domiciliaria. 
 
No obstante, es de resaltar que esta sentencia proferida por el Juzgado 55 penal 
Del circuito se plasmaron dos situaciones la primera la falta de arraigo y la segunda 
que tenía otra sentencia condenatoria, es decir se negó por un factor subjetivo y 
por un factor objetivo ya que se deduce claramente que la juez al manifestar que 
tenía una condena proferida el día 19 de octubre de año 2015 configuraba un 
antecedente y por ello se hacía nugatorio otorgar el beneficio de la prisión 
domiciliaria. 
 
Lo anterior tampoco fue objeto de estudio por parte del juzgado de ejecución de 
penas, ya que se explicó con claridad en la solitud de prisión domiciliaria, que esa 
sentencia (19 de octubre de 2015) aunque fue anterior a la proferida por el Juzgado 
55 penal Del circuito no constituye un antecedente, porque aunque fue anterior a 
a esta providencia, la fecha de los hechos en ambos proceso fueron casi idénticas, 
es decir el sentenciado no incurrió en cometer delitos posteriores a la sentencia 



proferida el día once (11) de Septiembre de 2017, por lo tanto como ya lo ha 
manifestado la Corte Suprema de Justicia, a efectos de conceder Subrogados esta 
clase de situaciones no constituye la prohibición contenida en el parágrafo primero 
del articulo 68ª, en el cual se prohíbe la prisión domiciliaria a quienes hayan sido 
condenados por delitos dolosos dentro de los cinco años anteriores, ya que reitero 
no se puede configurar como antecedente esta situación, incluso esto fue 
analizado para que procediera al acumulación de penas en el presente asunto, ya 
que si el delito o la fecha de los hechos se hubiere cometido posterior a la sentencia 
la acumulación de penas se hubiera tornado improcedente . 
 

Cabe recordar que en el presente asunto si bien es cierto existen dos sentencias en 
el presente asunto una proferida el día 19 de Octubre de 2015 y otra proferida el día 
11 de septiembre de 2017, lo cierto es que la fecha de los hechos respecto de la 
primera condena data del día 29 de octubre de 2009 y la fecha de los hechos de la 
segunda sentencia fue del día 29 de Diciembre del 2009, es decir ninguna de la 
conductas se realizó con posterioridad a la primera sentencia en el tiempo que fue 
la proferida el día 19 de Octubre de 2015, lo cual ya fue analizado por su honorable 
despacho en la solicitud de acumulación de penas, es decir no existió́ reincidencia 
de mi prohijado en la actividad delictiva, por lo tanto esta condena no puede tenerse 
en cuenta como antecedente y esto no es capricho del suscrito, tal como lo 
argumente en la primigenia petición, solicito respetuosamente tengan en cuenta lo 
contenido en la sentencia de la sala penal Del tribunal Superior de Medellín enero 
del 2019 bajo el radicado 050016000206201640973, Magistrado ponente 
LEONARDO EFRAIN CERON ERAZO, sentencia que calca la situación en el 
presente asunto así:  

“Descendiendo al análisis del caso, en donde el juez de conocimiento le negó́́́́  a la 
señora Marisol Mercado Uribe el beneficio de la suspensión condicional de la 
ejecución de la pena, con fundamento únicamente en que la citada tenía una 
sentencia condenatoria en su contra que debía considerarse como 
antecedente penal y ello impedía objetivamente la concesión del mismo; 
considera la Colegiatura que tal determinación fue desacertada, no solo 
porque se advierte que Mercado Uribe reúne la totalidad de los requisitos 
exigidos por los artículos 63 y 68A Penal, sino porque de considerar que esta 
ciudadana tenía antecedentes, era imperioso que el juez hiciera el análisis 
subjetivo contenido en el numeral tercero del tantas veces citado artículo 63, 
como ya se explicó́ con suficiencia en el acápite anterior (Negrilla fuera de 
contexto).  

Según constancias que reposan de folios 26 a 32 y que fueron anunciadas por el 
delegado de la Fiscalía en la audiencia de Individualización de la Pena (artículo 
447), la señora Marisol Mercado Uribe tiene varias investigaciones penales en 
curso, unas en etapa investigativa y otras inactivas, pero solo en una de ellas se 
profirió́́́́  sentencia el 23 de octubre de 2015 por parte del Juzgado 24 Penal del 



Circuito de Medellín y fue por un delito de falsedad en documento público de 
acuerdo a hechos ocurridos el 10 de junio de 2013.  

Los delitos por los que está siendo juzgada Mercado Uribe es el de falsedad en 
documento público agravado y falsedad en documentos privado, los cuales no se 
encuentran enlistados dentro del contenido del artículo 68A, lo que advierte 

cumplida la exigencia del numeral 2° de la norma en comento.  

Lo anterior, significa que respecto de las varias investigaciones penales que señaló́́  
el Fiscal y que se encuentran en etapa investigativa y no se ha iniciado el respectivo 
proceso penal, no pueden ser tenidas en cuenta como antecedentes, en tanto, como 
ya se dijo, por tales solo puede entenderse la existencia de sentencias 
condenatorias debidamente ejecutoriadas  

Ahora, si bien es cierto, como lo aseveró la primera instancia, que Marisol 
Mercado Uribe tiene en su prontuario una sentencia condenatoria en firme por 
el delito falsedad en documento público, no lo es menos que esa condena se 
dio en momento posterior a la comisión de los hechos por los que hoy se le 
juzga (febrero de 2013), por lo que se concluye que la misma no puede tenerse 
en cuenta como antecedente penal a la luz de la exigencia contenida en el 
numeral 3° del artículo 63 y 68A del C.P. (Negrilla fuera de contexto).  

De lo anterior no puede concluir la Sala situación diferente a que la señora Marisol 
Mercado Uribe no registra antecedentes penales en los términos exigidos en la 
normatividad en cita, por lo ya dicho en precedencia, y que el delito por el cual se 
le profirió́́́́  juicio de reproche en este proceso no está́́ contenido en el inciso 
2o del artículo 68 A de la Ley 599 de 2000, lo que obliga a la judicatura a 
conceder el sustituto penal con base solamente en el requisito objetivo que sí 
lo cumple, tal como dispone el precepto analizado.” (Negrillas mías.) 

Como observa Honorable Señoría el Juez veinte (20) De ejecución de penas y 
medidas de Seguridad de Bogotá debió realizar un análisis subjetivo y objetivo en 
el presente asunto y no lo efectuó, simple y llanamente se limitó a decir que ya todo 
había sido estudiado, analizado y decidido en las sentencias, incumpliendo así su 
deber constitucional de estudiar juiciosamente la solicitud elevada por el suscrito, si 
observa con atención el Juzgado de ejecución de penas no se manifiesto sobre 
ninguno de los elementos probatorios aportados por el suscrito, y desde ya dejo 
constancia que incurrió en una vía de hecho al resolver tan superficialmente la 
solicitud impetrada por el suscrito. 

Como observa honorable Juez de Segunda instancia mi defendido cumple a 
cabalidad con los requisitos objetivos para que le sea concedida la prisión 
domiciliaria, no existe una sola prohibición contenida en los artículos 38b o 68ª para 
que le sea negado este subrogado, como lo manifesté anteriormente el Juez de 
ejecución no estudio en absoluto el presente asunto y desecho la solicitud 
manifestando que en las sentencias ya se había estudiado el tema lo cual no es 



cierto, ya ni estudio con juicio las sentencias, ni tampoco aplico el principio de 
favorabilidad que contiene la ley 1709 de 2014 en su artículo 38b. 

Ahora bien respecto al arraigo del sentenciado, no es cierto como lo manifiesta el 
juez de primera instancia que este asunto ya fue analizado por los despachos que 
sentenciaron a mi defendido, el juzgado de Ibagué no negó la prisión domiciliaria 
por falta de arraigo si no por considerar que el delito de estafa agravada que recae 
sobre automotores estaba incluido en el Articulo 68ª, lo cual no es cierto, y respecto 
a que el sentenciado estaba huyendo de la justicia no lo es, reitero al domicilio del 
condenado no le llego notificación alguna,  es decir a la Avenida calle 80 No 62 – 
54, Apto 406, Barrio Entre Ríos ni a su señor padre (q.e.p.d) ni a la señora madre 
del condenado, aunque no se pretende Señor Juez sustentar una nulidad, si es 
menester demostrar ante usted tal como se hizo ante el juzgado de ejecución de 
penas que mi defendido no se encontraba huyendo de la justicia de la siguiente 
manera: 

1). Mi defendido salió del país por el aeropuerto el dorado de Bogotá el día 21 de 
Abril de 2010, con su propio nombre y pasaporte. 

2). En la ciudad de Panamá constituyo cuatro empresas que registro bajo su 
identidad y número de cedula colombianas, empresas de las cuales devengaba su 
sustento las cuales fueron: 

a). Salón de belleza Monísima. 

b). Restaurante Entre pues. 

c). Futbol Barber Shop. 

d) Dulces miradas PTY. 

Señor Juez para comprobar este hecho, tal como fue de conocimiento del Juzgado 
de primera instancia anexare como pruebas al presente recurso de apelación, los 
avisos de operación de dichas empresas lo que equivale en nuestro país a los 
certificados de cámara y comercio, con esto queda plenamente demostrado que mi 
defendido siempre uso su nombre para salir del país y también para constituir 
empresas legales en la ciudad de Panamá, lo cual evidencia que en ningún 
momento se estaba ocultando de alguna autoridad judicial, salió del país a buscar 
un mejor futuro, fue empresario legal que constituyo empresas a su nombre, vale 
resaltar que a pesar de tener varias empresas en la ciudad de Panamá y un arraigo 
establecido jamás le llegó un requerimiento en dicha ciudad para presentarse a 
juzgados de nuestro país. 

El arraigo Señor Juez esta más que demostrado, mi defendido tiene y tenía un 
arraigo en la ciudad Bogotá que es su casa paterna ubicada en la Avenida Calle 80 



Numero 62 – 54, Apto 406 Barrio Entre Ríos en la ciudad de Bogotá, para este 
efecto se anexaron como pruebas las siguientes, las cuales obran en el expediente: 

  Entrevista realizada a la madre del acusado AMPARO MANCHOLA 
OSPINA.  

 Informe de arraigo del señor JAVIER MAURICIO ARIAS MANCHOLA con 
álbum fotográfico del lugar del domicilio del condenado suscrito por el 
investigador criminalístico CRISTIAN BONILLA.  

 Carta suscrita por la Señora ANDREA SARMIENTO PULIDO, propietaria del 
inmueble donde reside AMPARO MANCHOLA, madre de mi prohijado, 
donde consta que desde año 2016 ella vive en el apartamento de su 
propiedad.  

  Acta de firmas de los vecinos de la señora AMPARO ARIAS MANCHOLA y 
su difunto esposo JOSE EDGAR ARIAS TAFUR (Q.E.P.D), en la cual consta 
que conocen a estos ciudadanos hace más de diez (10) años, y les consta 
que mi prohijado el Señor JAVIER MAURICIO ARIAS MANCHOLA es hijo 
de la pareja y la persona encargada de la manutención en todos sus 
aspectos.  

 Entrevista del ciudadano RAMIRO FLOREZ.  

 Carta suscrita por la progenitora de mi defendido donde manifiesta que lo recibirá́ 
en su domicilio, en caso que su honorable despacho le conceda la prisión 
domiciliaria.  

Respecto a estos elementos el Juzgado de Ejecución de penas no hizo referencia 
a ninguno, elementos de prueba que demuestra claramente el arraigo de mi 
defendido Señor Juez de Segunda instancia. 

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Solicito Señor Juez tener en cuenta todos y cada uno de los fundamentos 
mencionados en la solicitud inicial elevada ante el honorable Juzgado veinte 20 de 
ejecución de penas y medidas de Seguridad de Bogotá, así mismo lo contenido en 
los Artículos 38B, 38ª Y 68A de nuestro ordenamiento procesal penal y de igual 
forma lo contenido en la sentencia de la sala penal Del tribunal Superior de Medellín 
enero del 2019 bajo el radicado 050016000206201640973, Magistrado ponente 
LEONARDO EFRAIN CERON ERAZO y demás jurisprudencia y normas procesales 
que consideren pertinentes 

. 
 
 
 
 

 
 



PETICIÓN 
 

Solicito ante usted, honorable Juez, que mediante el presente recurso de apelación 
se revoque la decisión emitida por la primera instancia y por ende se acceda a  la 
PRISIÓN DOMICILIARIA en favor del señor JAVIER MAURICIO ARIAS 
MANCHOLA en la Avenida Calle 80 Numero 62 – 54, Apto 406 Barrio Entre Ríos en la 

ciudad de Bogotá, teniendo en cuenta que, según lo expuesto anteriormente, cumple 
con los requisitos previstos en el artículo 38B del Código Penal. 
 

 
Atentamente, 

 
JOHN ALEXANDER FAJARDO MEDINA 
C.C. 79.987.501 DE BOGOTA 
T.P. 180.480 DEL  
CELULAR: 321-8081443 

CORREO: abogadosfmcolombia@gmail.com 
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